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«La caridad es humillante porque se ejerce 
verticalmente y desde arriba; la solidaridad es 

horizontal e implica respeto mutuo»
Eduardo Galeano.
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Ingreso mínimo vital
Un paso adelante a completar

En este enlace de su Blog, nos recuerda que 
hace cuatro años UGT y CC.OO presentamos 

al Congreso de los Diputados una Iniciativa 
Legislativa Popular, avalada por más de 
700.000 firmas, para que se legislara una 
Prestación de Ingresos Mínimos, para 
completar la red de protección social. 
En parte, esta medida es una heredera 
de esa propuesta y representa un paso 
importante en la consolidación del 
Estado del Bienestar, fruto de la iniciativa 
y presión sindical.

El Ingreso Mínimo Vital es una prestación no 
contributiva de la Seguridad Social que garantiza 

unos ingresos mínimos a quienes carecen de ellos.

Para Pepe Álvarez Secretario General de la UGT, el Real Decreto-ley 20/2020, 
de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital. aprobado por 
el Gobierno es un paso adelante para cerrar la red de protección social, y dar 
cobertura a aquellas personas que en esta pandemia, y que aun después de 
las medidas impulsadas por las organizaciones sindicales, habían quedado 
sin protección.

Ver Real Decreto-ley 20/2020.

https://pepealvarez.org/un-paso-adelante-a-completar/
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-5493&p=20200601&tn=1
https://www.fespugtmadrid.es/wp-content/uploads/2020/02/equidadfeb2020.pdf
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El Gobierno lo define como un derecho subjetivo de la ciudadanía que se garantiza que va a estar disponible para quien 
lo necesite.

Esta prestación nace con el objetivo principal de garantizar, a través de la satisfacción de unas condiciones materiales 
mínimas, la participación plena de toda la ciudadanía en la vida social y económica, rompiendo el vínculo entre ausencia 
estructural de recursos y falta de acceso a oportunidades en los ámbitos laboral, educativo, o social de los individuos.

Beneficiarios

Podrán beneficiarse de esta ayuda las personas que, 
encontrándose en una situación de vulnerabilidad, tengan 
entre 23 a 65 años (o, si cuentan con un menor a cargo, 
sean mayores de 18) e integren una unidad de convivencia, 
la cual se entiende que se sigue manteniendo si se tiene 
que separar por cuestiones de trabajo, estudios o motivos 
médicos.

Además, también se podrán acoger a la prestación las personas de entre 23 a 65 años que no formen parte de otra 
unidad de estas características y hayan “vivido de forma independiente” desde, como mínimo, tres años antes de hacer 
la solicitud. La norma define este concepto como haber estado de alta en el régimen de la Seguridad Social durante al 
menos doce meses en este periodo y vivir en un domicilio distinto al de los padres. Estas condiciones desaparecen en 
el caso de las víctimas de violencia de género o trata de seres humanos y explotación sexual. 

La ayuda del ingreso mínimo vital reconoce un mínimo de 462 euros, y un máximo de 1.015 euros por hogar, una cuantía 
que depende de si se tiene a personas mayores o hijos a cargo, y de los ingresos declarados en 2019.

Simulador del Ingreso Mínimo Vital.

https://ingreso-minimo-vital.seg-social-innova.es/simulador
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El Ingreso Mínimo Vital es compatible con las rentas mínimas de las Comunidades Autónomas, pero las CCAA 
pueden complementar, bien sea para adaptarlo a los diferentes niveles de precios que existen en unos territorios y otros, 
o bien para establecer complementos, por ejemplo, de vivienda o por otras circunstancias que las CCAA consideren.

Cuantía de las prestaciones
Programas de renta mínima de las CC.AA.

UGT reclama políticas dirigidas a las 
mujeres para lograr una recuperación 
más justa y eficiente

La brecha de género en las prestaciones por desempleo se hará más grande tras la pandemia. El sector de 
servicios, al que se inscriben buena parte de los servicios esenciales, se caracterizan por ser feminizados, más 
precarios y con peores salarios.

UGT reclama políticas centradas en reducir las brechas para asentar una recuperación lo más eficiente posible 
sin dejar a nadie atrás.

Las mujeres son mayoría en los que han sido llamados trabajos de primera línea. En concreto, las que trabajan 
en Actividades Sanitarias y de Servicios Sociales son mayoría y soportan una brecha salarial del 29,33% con 
respecto a sus compañeros.

Las mujeres perciben ya ahora menos prestaciones contributivas por desempleo que los hombres y su cuantía 
es un 18% menor. En cambio, representan más del 60% de las perceptoras de prestaciones de inferior cuantía. 
Solo en el Programa de Activación para el Empleo la brecha es de 29,12 puntos porcentuales.

La Unión General de Trabajadores denuncia que las desigualdades entre hombres y mujeres en el mercado de trabajo, 
con mayores tasas de paro femenino, interrupciones en sus carreras de cotización, más temporalidad, salarios inferiores, 
etc., está aumentando la brecha de género en las prestaciones por desempleo.
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En este sentido, los hombres perciben más prestaciones contributivas de desempleo que las mujeres, con cuantías más 
altas, mientras que son ellas las que perciben mayores prestaciones asistenciales.

Así lo recoge el sindicato en el informe “Mujeres al frente, mujeres a la retaguardia. COVID-19, empleo y protección 
social”, donde señala que, en el mes de marzo, el 53% de las personas beneficiarias del conjunto de prestaciones 
por desempleo fueron mujeres, por un 47% de hombres. Sin embargo, si tenemos en cuenta el tipo de prestación 
reconocida, las mujeres son el 49,17% de la prestación contributiva, mientras son mayoría en el nivel asistencial, como 
el subsidio desempleo (54,36%), llegando hasta más del 60% como beneficiarias del subsidio agrario o en la Renta 
Activa de Inserción. De esta forma, en esta última modalidad, el 64,56% de perceptoras son mujeres y en el Programa 
de Activación para el Empleo, también más del 60% de las personas beneficiarias son ellas.

Brecha también en la cuantía de la prestación

UGT denuncia que, además de existir una brecha de género en la percepción de las prestaciones, también existe en la 
cuantía de las mismas. La brecha en la cuantía media bruta diaria de la prestación por desempleo alcanza el 18%.

En este sentido, los hombres cobran 30,71€ de cuantía bruta media diaria mientras las mujeres cobran 26,11€. Por 
tanto, las mujeres cobran 4,6€ menos al día que los hombres, que se traduce en una brecha de género que alcanza el 
17,98%. Esta diferencia es el resultado de la brecha salarial que sufren las mujeres cuando están trabajando, sus salarios 
son menores y, por tanto, sus bases de cotización son menores y se traducen en cuantías inferiores en la prestación 
contributiva por desempleo.

Estos datos ponen de manifiesto como las mujeres son mayoría de las beneficiarias de las prestaciones de carácter 
asistencial, debido a las dificultades para acceder y mantenerse en el empleo y su dificultad para generar derecho a la 
prestación contributiva, en la que es necesario, tener un periodo mínimo de cotización de trescientos sesenta días dentro 
de los seis años anteriores a la situación legal de desempleo.

Prestación contributiva Cuantía media diaria (euros). Marzo 2020.
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El COVID-19 ha agravado las desigualdades laborales de género

Avanzar en igualdad es determinante para una recuperación justa y eficiente

Todo ello se ha visto agravado por la crisis del coronavirus, donde las mujeres han sido las más afectadas por la 
pandemia, un 56,16% del total de personas que la han sufrido de manera más directa. Esto es debido a que ellas han 
estado más expuestas tanto por la concentración del desempeño de trabajos de primera línea durante la crisis sanitaria, 
como por la asunción de cuidados en la familia que ha venido siendo tradicional en los hogares.

De esta forma, las mujeres son mayoría en los que han sido llamados trabajos de primera línea, con 1.310.000 mujeres 
ocupadas en estos sectores de actividad, por 401.700 hombres. En concreto, las trabajadoras de las Actividades 
Sanitarias y de Servicios Sociales son mayoría, su trabajo está infravalorado y soportan una brecha salarial del 29,33 % 
frente a sus compañeros.

A excepción de las mujeres ocupadas en las Actividades Financieras, todas las mujeres que están trabajando en la 
primera línea de la crisis sanitaria, y en los denominados trabajos esenciales, perciben salarios inferiores a los hombres.

Por todo ello, UGT reclama la necesidad de estimular políticas centradas en favorecer el empleo de la mujer y acabar con 
las desigualdades de género en el plano social y laboral.

La crisis del coronavirus ha puesto de manifiesto la desprotección de las mujeres en el mercado de trabajo, cuando han 
sido precisamente ellas, de forma mayoritaria, las que han sostenido a este país en los sectores de primera necesidad y 
en los cuidados de los familiares.

Población trabajadora más expuesta durante la pandemia
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Ver informe.

En este sentido, el sindicato considera imprescindible que las mujeres sean el centro de los planes de recuperación y 
evitar que los limitados logros en materia de igualdad alcanzados durante esta última década, no retrocedan por culpa 
de la pandemia.

Avanzar en favor de más y mejores empleos para las mujeres, mayores salarios y una mejor protección social y laboral 
en beneficio de ellas será el factor más determinante para que nuestro país se recupere de manera más rápida, eficiente 
y sin dejar a nadie atrás.

Contribución de la inmigración a la economía
Los inmigrantes empeoran nuestras condiciones laborales. La crisis podía haberse evitado si no hubiéramos recibido 
tantos inmigrantes. No tienen formación suficiente para nuestras necesidades laborales. Se llevan la mayoría de ayudas 
sociales y subsidios. Colapsan la sanidad y elevan el gasto público. Vienen por nuestro Estado del bienestar. Reciben 
más de lo que aportan. En España no necesitamos a los inmigrantes para crecer.

Todas estas ideas llevan décadas circulando, prácticamente el mismo tiempo que las personas migrantes circulan por 
nuestro país. Siempre han sido falsas creencias, prejuicios sin fundamento empírico a menudo utilizadas como ariete 
político y caladero de votos. No todas son aceptadas por la sociedad, aunque algunas sí, pero sobre todo son repetidas 
y utilizadas por partidos que condicionan las políticas públicas en ese campo. Esta es la introducción que el periódico 
Diario Público, recoge en un artículo Jairo Vargas que lleva por título “Los extranjeros nos quitan el trabajo” y otras 
mentiras que desmonta el Defensor del Pueblo. A partir de esta introducción hace referencia a un volumen extra que 
el Defensor del Pueblo, incorpora al Informe Anual donde se analiza la contribución de la inmigración a la economía 
española, que en síntesis recoge lo siguiente: 

El Defensor del Pueblo, considera que “la inmigración es un potente agente de transformación” y, por este motivo, 
cree que debería ser un tema prioritario. En su opinión, “recibir cientos de miles de inmigrantes cada año es incompatible 
con una política pasiva y una marcada atonía institucional en materia migratoria”.

Fernández Marugán cuestiona que España no cuente con un Plan de Ciudadanía e Integración actualizados, que tenga 
un retraso de más de una década en la aprobación del reglamento de asilo, que el sistema de recepción y atención a los 
refugiados esté colapsado o que exista una disfunción crónica en materia de regulación y empleo. A su juicio, “estos son 
algunos ejemplos de una falta de atención política plena, de una carencia de objetivos bien orientados y bien perfilados 
y de una insuficiente dotación de instrumentos y recursos de acción eficaces”.

https://www.fespugtmadrid.es/wp-content/uploads/2020/06/Mujeres-al-Frente-Mujeres-a-la-Retaguardia-COVID-1.pdf
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El contenido del informe monográfico

El texto “La contribución de la inmigración a la economía española” se divide en cuatro apartados que analizan el impacto 
de la inmigración en la demografía, en el mercado laboral, en la economía pública y sus efectos macroeconómicos.

En relación al impacto en la demografía, asegura que la inmigración se ha convertido en factor de reemplazo demográfico 
en España en los últimos años y lo seguirá siendo de forma inevitable en el futuro.

Población trabajadora más expuesta durante la pandemia

En lo referente al mercado laboral, concluye que los flujos migratorios son esenciales para compensar el declive de 
la fuerza laboral nativa (población activa), hasta el punto de que, desde el final de la crisis económica, la totalidad 
del incremento en la población activa en España corresponde a ciudadanos extranjeros. Así, asegura que el empleo 
extranjero es esencial para sostener el nivel general de empleo requerido por el crecimiento de la economía española.

También apunta que la inmigración ha colaborado a sostener el progresivo incremento de la tasa de actividad femenina 
de las españolas de forma muy notable, contribuyendo a resolver la llamada «crisis de los cuidados».

Por otro lado, el texto incide en la concepción de que la inmigración laboral no solo ha sido necesaria en el pasado y lo 
es en el presente, sino que será aún más importante en el futuro, en la medida en que el país apueste por un cambio de 
modelo hacia un crecimiento apoyado en la innovación y el progreso tecnológico.

También documenta que el impacto de la inmigración laboral sobre los niveles de salarios, empleo o paro de los 
trabajadores nativos es muy reducido, no generalizable y, en todo caso, muy limitado en el tiempo

la inmigración se ha convertido en factor de reemplazo demográfico en España 
en los últimos años y lo seguirá siendo de forma inevitable en el futuro.

https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2020/05/II_Estudios_documentos_de_trabajo_2019.pdf
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Cadena de efectos de la inmigración en el crecimiento de la economía

Respecto a la economía pública, el informe revisa diversos aspectos que, normalmente, alimentan los prejuicios 
negativos hacia la inmigración. El texto desmiente la idea del «efecto llamada» y otros muchos juicios desinformados que 
se oyen habitualmente en esta materia.

En este capítulo se demuestra que los extranjeros no viven de las pensiones españolas y no gozan de preferencia alguna 
en materia de transferencias públicas y prestaciones de la Seguridad Social. Se detalla también como los extranjeros 
están infrarrepresentados en las pensiones no contributivas, subsidios y ayudas, y todo ello pese a que, en términos 
agregados, la situación de los hogares inmigrantes es visiblemente mucho más desfavorable que la de los nativos.

En materia de gasto sanitario, ofrece argumentos para sostener la idea de que el acceso universal a la sanidad 
(independientemente del status administrativo) no es solo una exigencia ética, sino que además es una medida de 
eficiencia económica, en la medida en que contribuye a mejorar la salud colectiva de toda la población y previene los 
excesivos costes que supone relegar la atención médica de la inmigración en situación irregular a una situación de 
emergencia médica.

El estudio demuestra que los extranjeros hacen un uso inferior de consultas, pruebas diagnósticas y medicamentos, 
generando un menor gasto per cápita en sanidad que el asociado a la población nativa.

Respecto a la contribución de la inmigración a los ingresos públicos, se detalla cómo en términos de recaudación 
impositiva no existe ninguna excepción para los extranjeros que residen en territorio español.

Por último, el capítulo relativo a la aportación de la inmigración al crecimiento económico refuerza la idea de que 
este crecimiento en los países más desarrollados, incluido el nuestro, está plenamente condicionado a la llegada de 
inmigración, y cómo ésta permite absorber mejor los shocks del mercado de trabajo, facilitando ciclos expansivos de 
la economía, y cómo comercio, inversión y productividad pueden verse también positivamente afectados por los flujos 
migratorios.

Recomendaciones del estudio

En el estudio, el Defensor recomienda modificaciones del Reglamento de Extranjería y propone formular instrucciones 
claras a las oficinas de extranjeros para contribuir a mejorar el régimen jurídico que regula las condiciones de trabajo y 
residencia de la inmigración en España.

El estudio expone que las personas extranjeras suponen el 15% del empleo y asegura que si los ocupados extranjeros 
abandonaran mañana mismo nuestro mercado laboral, el nivel de empleo de la economía caería a los 16,7 millones de 
ocupados, una caída que no podría ser sostenida por los trabajadores autóctonos.

El informe reconoce la gran contribución de la población migrante a labores de cuidado de niños y personas mayores 
dependientes. En España las previsiones de crecimiento de la tasa de dependencia son alarmantes.
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El estudio asegura que la innovación y el progreso tecnológico solo llegarán de la mano de importantes flujos de 
inmigración cualificada. 

El informe demuestra que, como consecuencia de una prolongada caída en la fertilidad, la fuerza laboral en España se 
ha reducido. En este sentido, el Defensor del Pueblo aboga por acabar con las dificultades para la inserción sociolaboral de 
los menores extranjeros no acompañados, mayores de 16 años. Fernández Marugán ha formulado recomendaciones 
en las que propone modificar varios artículos del Reglamento de extranjería (artículos 196, 197 y 198) para mejorar 
la documentación de los menores extranjeros no acompañados y facilitar su tránsito a la vida adulta en igualdad de 
condiciones que el resto de jóvenes españoles y extranjeros.

Por último, el informe concluye que la migración no solo permite sostener el crecimiento demográfico, sino que, además, 
evita el envejecimiento poblacional, aliviando los efectos sobre la economía.

La COVID-19 evidencia los agujeros de 
la educación a distancia
UGT considera que la pandemia de la Covid-19 ha destapado las carencias 
en la educación a distancia. Agujeros que tienen que ver con la falta de 
formación en competencias digitales de los progenitores y de los propios 
profesores/as. Una cuestión que no es culpa de ninguno de ellos, si no de la 
falta de unas políticas adecuadas para preparar a nuestro país ante el reto 
digital.

La crisis del Coronavirus ha revelado el retraso digital de nuestro país en lo referente a la educación a distancia.

Las carencias de los progenitores y de muchos docentes se han sumado a las serias dificultades de muchos 
alumnos. Carencias que tienen que ver con varios factores como las dificultades económicas para disponer de los 
medios adecuados y la falta o escasez de competencias formativas en esta materia.

Suspendemos en varias asignaturas, si nos comparamos con otros países de la OCDE, y suspendemos también 
en las políticas para hacer frente al reto digital.

UGT ha solicitado, en varias ocasiones, afrontar en el marco del diálogo social las medidas necesarias para que 
España esté a la vanguardia y no en la retaguardia respecto a las nuevas tecnologías, en todos los ámbitos. Dar 
la espalda a esta realidad, supone condenar el presente y futuro de nuestro país.

Datos del INE reflejan esta falta de competencias y medios de los padres.

https://www.defensordelpueblo.es/resoluciones/residencia-de-los-ex-menores-tutelados-que-han-accedido-a-la-mayoria-de-edad-sin-haber-obtenido-la-pertinente-autorizacion/
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El 51% de los progenitores con hijos viviendo en el mismo hogar tiene unas habilidades digitales deficientes 
(básicas, bajas o nulas) y otro 27% no acredita ninguna competencia informática. Esta situación se agudiza más 
cuando hablamos de las familias monoparentales: un 54% sufre deficiencias severas en habilidades digitales y un 
47% presenta unas competencias informáticas básica o nulas.

1 de cada 5 progenitores no usa nunca el correo electrónico; un 30% no es capaz de mover ficheros en un 
ordenador; un 40% que conviven con hijos no sabe usar un procesador de textos; y la mitad de estos padres y 
madres no puede ayudar a sus hijos a hacer una presentación.

Además, 4 de cada 5 padres nunca visitó anteriormente una web educativa y un 83% nunca ha hecho un curso 
en formato online.

Respecto al número de ordenadores en casa: el 44% de los hogares con menos posibilidades económicas solo 
tiene uno y el 14% no tiene ninguno.

Somos uno de los peores países a la hora de incentivar al profesorado para que integre dispositivos digitales en 
su método de enseñanza. 

Nuestro país es uno de los más atrasados de toda la OCDE en cuanto a las cualidades técnicas y pedagógicas 
del profesorado, a la hora de usar dispositivos digitales cuando imparten clase, con sólo un 53% de profesores 
con las competencias necesarias. Este índice desciende al 45% en las escuelas con menor renta, 10 puntos por 
debajo de la media internacional.

España se sitúa en el antepenúltimo puesto de la OCDE en disponibilidad tiempo suficiente para que el profesorado 
prepare las lecciones integrando dispositivos digitales: sólo un tercio dispone de esta posibilidad (un 25% en el 
caso de escuelas con colectivos vulnerables), la mitad de la media internacional (en Francia, por ejemplo, el 80% 
los docentes disponen de este valioso tiempo).

El número de ordenadores portátiles en préstamo a libre disposición de los estudiantes universitarios bajó un 
19,7%, en 2017, último año del que se disponen datos.

Un 25% de las universidades españolas carecían de servicios de virtualización de escritorios/aplicaciones para 
prácticas docentes y solo un 7% de las titulaciones impartidas eran totalmente no presenciales.

El déficit alcanza también a los procedimientos burocráticos básicos de las Universidades: apenas hace tres años 
solo uno de cada cuatro servicios de gestión se prestaba vía web a modo de Administración electrónica.

En cuanto a la formación que se imparte en las Universidades sobre Tecnologías de la Información. Los datos 
reflejan que alcanza al:

Conviene destacar que el Ministerio de Educación y Formación Profesional es uno de los ministerios que menos gasto ha 
hecho en TIC, en el periodo 2013-2018. No alcanzó el 4% del total presupuestario y en algunos momentos bajo al 3%.

Falta de competencias tecnológicas de los docentes:

Otros datos indican las deficiencias del sector educativo en la utilización de las nuevas tecnologías.

Sólo el 53% de los docentes tiene las habilidades técnicas y pedagógicas necesarias para integrar dispositivos digitales 
en la enseñanza.

El 50% de los centros educativos españoles NO dispone de una plataforma online eficaz de apoyo a la enseñanza, con 
grandes diferencias entre CCAA: sobre un 35% en el caso de Aragón o un 37% en Asturias.

La OCDE también advierte de los déficits digitales en la enseñanza de España:

Respecto a las Universidades:

21,5% del Personal Docente e Investigador.
36,5% del Personal de Administración y Servicios.
Algo menos del 10% de estudiantes.
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La pandemia del Coronavirus aumenta 
el riesgo de violencia de género hacia 
mujeres y niñas desplazadas y apátridas

“En estos tiempos de pandemia debemos prestar atención 
urgente a la protección de mujeres y niñas refugiadas, 
desplazadas y apátridas. Ellas se encuentran entre las 
personas en situación de mayor riesgo. No se debe abrir 
la puerta a quienes perpetran las agresiones, ni se debe 
escatimar en ayudas para las mujeres que sobreviven a los 
abusos y a la violencia”, dice Triggs.

Las políticas de confinamiento y cuarentenas adoptadas 
en todo el mundo como respuesta ante la pandemia 
conllevan la restricción de movimientos, la reducción de 
las interacciones en la comunidad, el cierre de servicios 
y el empeoramiento de las condiciones socioeconómicas. 
Estos factores están disparando los riesgos de sufrir 
violencia doméstica.

“Algunas personas pueden terminar confinadas en sus 
hogares o lugares de acogida, atrapadas con sus agresores 
y sin la oportunidad de distanciarse o de poder pedir ayuda 
en persona a alguien”.

“Otras, incluidas quienes no cuentan con documentación, o 
quienes han perdido los medios de vida precarios de los que 
dependían como resultado de los efectos devastadores del 
COVID-19 en algunas economías, pueden verse obligadas 
a recurrir a la prostitución o a los matrimonios infantiles 
forzados, empujadas por sus familiares. Dentro de los 
hogares, muchas mujeres también están asumiendo cada 
vez más cargas como cabezas de familia”.

Para las supervivientes de violencia y para quienes están en 
riesgo de sufrirla, otra de las consecuencias del COVID-19 
también puede ser el acceso limitado a recibir ayudas 
que pueden ser vitales, como los servicios psicosociales, 
de salud y de seguridad. Las restricciones de movimiento 
y las medidas de contención impuestas dificultan a las 
mujeres poder acceder a estas ayudas, mientras que 
algunos servicios, como los alojamientos seguros, se han 
suspendido de forma temporal, se han cerrado o se están 
utilizando para otros fines. 

“Nuestra red de protección global de ACNUR se encuentra 
en estado de máxima alerta. Estamos adaptando en la 
medida de lo posible los programas dirigidos a mujeres 
y niñas que sufren violencia y cuya importancia es vital. 
En algunos lugares, los programas se están gestionando 
de forma remota por parte de trabajadoras sociales con la 
ayuda de redes de personas voluntarias de la comunidad 
que han sido formadas”, explica Triggs. 

Las propias mujeres desplazadas continúan en la primera 
línea de respuesta, informando a sus comunidades sobre 
los riesgos de sufrir violencia y diseminando información 
sobre prevención y medidas sanitarias de protección. 
También están ayudando a las supervivientes a recibir la 
ayuda especializada disponible.

ACNUR también está distribuyendo asistencia en efectivo 
de emergencia para ayudar a supervivientes y mujeres en 
situación de riesgo. Se están coordinando las acciones 

El COVID-19 está cobrándose vidas y afectando a comunidades en todo 
el mundo, pero el virus también está planteando riesgos de protección 
importantes para las mujeres y niñas que se ven forzadas a abandonar sus 
hogares, según Gillian Triggs, Alta Comisionada Auxiliar para Protección de 
ACNUR, la Agencia de la ONU para los Refugiados.
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Mujeres asesinadas por violencia de género

TOTAL, MUJERES VÍCTIMAS MORTALES 2003 - 2020: 1.054.
 LOS MENORES ASESINADOS DESDE 2013: 37.

21

11 Huérfanos menores

Atención victimas de maltratos. Teléfono 24 horas.
No deja rastro en la factura pero sí en el teléfono y debe borrarse.

016

En lo que vá de año, a fecha 15 de junio de 2020. La última actualización se corresponde con la confirmación 
del caso de la mujer de 46 años asesinada presuntamente por su cónyuge en la provincia de Jaén el 14 de 
junio. La víctima tenía dos hijos menores de edad asesinados junto a ella presuntamente por su padre. No 
existían denuncias previas por violencia de género. 

La última actualización se corresponde con la confirmación del asesinato de dos hermanos menores de 
edad, de 7 y 17 años, asesinados junto a su madre presuntamente por su padre en la provincia de Jaén el 14 
de junio. No hay constancia de denuncias previas por violencia de género.

3 Víctima Menores mortales en casos de violencia de género contra su madre.

A fecha 15 de junio existen dos casos en investigación en 2020.

Datos publicados hasta el 15 de junio de 2020. FUENTE: Ministerio de Igualdad. Secretaría de Estado de Igualdad y Contra la Violencia de 
Género. Delegación de Gobierno Contra la Violencia de Género.

en el sector humanitario para asegurar que se mitigan los 
riesgos de sufrir violencia sexual y de género en todas las 
intervenciones en este ámbito, incluyendo, entre otras, la 
respuesta de emergencia sanitaria.  

“Para proteger las vidas y garantizar los derechos de 
mujeres y niñas, los gobiernos, junto con las agencias 
humanitarias, deben asegurarse de que, a la hora de 
diseñar los planes nacionales de prevención, respuesta 
y reconstrucción por COVID-19, se tengan en cuenta los 
riesgos de sufrir violencia a los que se enfrentan mujeres 
desplazadas y apátridas”, afirma Triggs. 

Esto requiere garantizar que los servicios críticos para 
las personas supervivientes de violencia de género sean 
considerados como esenciales y sean accesibles para 
las mujeres desplazadas forzosas.  Esto incluye servicios 
de salud y seguridad, apoyo psicosocial y alojamientos 

seguros, así como el acceso a la justicia que tampoco debe 
reducirse.

Debido al empeoramiento de las condiciones 
socioeconómicas a las que se enfrentan ahora muchos 
de los países de acogida de refugiados, resulta vital el 
apoyo de donantes para mantener operativos los servicios 
esenciales de prevención y de respuesta ante la violencia 
de género, incluyendo los que ofrecen las organizaciones 
locales lideradas por mujeres.

“Todas las mujeres y niñas tienen el derecho a vivir una 
vida libre de cualquier forma de violencia. Debemos apoyar 
a las mujeres desplazadas y apátridas al tiempo que 
reiteramos el mensaje del Secretario General e instamos a 
todos los gobiernos a priorizar la seguridad de las mujeres 
y de las niñas en su respuesta ante la pandemia”.


